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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 41 de la Ley 1551 de 2012 quedará así: 
Artículo 118. Administración de los corregimientos. Para el adecuado 

e inmediato desarrollo de los corregimientos, estos tendrán corregidores 
como autoridades administrativas, los cuales coordinadamente, con la 
participación de la comunidad, cumplirán en el área de su jurisdicción 
las funciones que les asignen los acuerdos y les deleguen los alcaldes 
con sujeción a las leyes vigentes. 

Los corregidores como autoridades de convivencia cumplirán 
con las funciones a ellos asignadas por las normas vigentes en esta 
materia. 

En los corregimientos donde se designe corregidor no habrá inspecto-
res departamentales ni municipales de policía, pues dichos corregidores 
ejercerán tales funciones. 

Los alcaldes designarán a los corregidores de ternas presentadas por 
la respectiva Junta Administradora Local, con quienes coordinarán sus 
tareas de desarrollo comunitario. 

Artículo 2°. Transitorio. Los corregidores que desempeñaron las 
funciones del cargo durante la vigencia del artículo 41 de la Ley 
1551 de 2012 tienen derecho al pago de los salarios y prestaciones 

sociales que venían recibiendo de conformidad con las normas 
municipales aplicables. 

Artículo 3°.Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de noviembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior,

Aurelio Iragorri Valencia.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 

Mauricio Cárdenas Santamaría.

LEY 1681 DE 2013
(noviembre 20)

por medio de la cual se modifica el artículo 41 de la Ley 1551 de 2012  
y se adoptan otras disposiciones.

Presidencia de la rePública

Decretos

DECRETO NÚMERO 2611 DE 2013
(noviembre 20)

por medio del cual se efectúa un nombramiento.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones cons-

titucionales y legales en especial las conferidas en el numeral 13 del artículo 189 de la 
Constitución Política,

DECRETA:
Artículo 1°. Nómbrase a partir de la fecha al Teniente Coronel, Arnaud Francois Gerard 

Penent D’izarn Benavides, identificado con la cédula de ciudadanía número 79625658 de 
Bogotá, en el cargo de Director de Programa Presidencial 1145, del Programa Presidencial 
para el Desarrollo Espacial Colombiano (PPDC), del Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República. 

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 20 de noviembre de2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Directora del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 

María Lorena Gutiérrez Botero.

DECRETO NÚMERO 2613 DE 2013
(noviembre 20)

por el cual se adopta el Protocolo de Coordinación Interinstitucional  
para la consulta previa.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones consti-
tucionales y legales, en particular de las que le confiere el artículo 189 numeral 11 de la 
Constitución Política, y en desarrollo de lo dispuesto en los artículos 209 de la Constitución 
Política, 56 de la Ley 489 de 1998 y 6° de la Ley 21 de 1991, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 209 de la Constitución Política consagra que la función adminis-

trativa está al servicio de los intereses generales y debe desarrollarse con fundamento 

en los principios de igualdad, moralidad, eficiencia, economía, celeridad, impar-
cialidad y publicidad; disposición concordante con lo previsto en el inciso segundo 
del artículo 113 de la Constitución Política, el cual determina que los diferentes 
órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboraran armónicamente 
para la realización de sus fines. 

Que de conformidad con el literal a) del artículo 6° de la Ley 21 de 1991, aprobatoria 
del Convenio 169 de la OIT, el Gobierno Nacional debe consultar a los pueblos intere-
sados, mediante procedimientos apropiados y, en particular, a través de sus instituciones 
representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente; 

Que de conformidad con lo establecido en el Decreto número 2893 de 2011, el Ministerio 
del Interior tiene dentro de su objetivo, formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la 
política pública, planes, programas y proyectos en materia de consulta previa, entre otros 
asuntos, y así mismo, a la Dirección de Consulta Previa de este Ministerio le corresponde 
“Dirigir en coordinación con las entidades y dependencias correspondientes los procesos 
de consulta previa que se requieran de conformidad con la ley” y “Asesorar y dirigir, así 
como coordinar con las direcciones de asuntos indígenas, Rom y minorías y asuntos para 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palanqueras, la formulación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas del Gobierno Nacional en materia de consulta 
previa y determinar su procedencia y oportunidad”; 

Que las entidades públicas involucradas deben aunar esfuerzos y coordinar sus funciones 
para garantizar que los procesos de consulta previa se desarrollen de manera oportuna y 
respetuosa de las comunidades étnicas; 

Que es deber del Gobierno Nacional y del Estado garantizar el goce efectivo de los 
derechos de las comunidades étnicas y la implementación de la Consulta Previa como 
mecanismo para su protección y pervivencia, por lo que se hace necesario establecer 
disposiciones que permitan una mejor coordinación interinstitucional para la garantía 
de este derecho; 

Que la sincronización de las competencias correspondientes exige la adopción de un 
Protocolo de Coordinación Institucional; 

Que la expedición del citado protocolo busca facilitar la coordinación interna de las 
entidades públicas involucradas, a efectos de garantizar la integración de las competencias 
correspondientes y la distribución eficaz de los recursos, así como la eficiente circulación 
de la información relevante; garantizar la transparencia en los procesos de consulta previa, 


